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mantener dicha unidad de acción, especialmente, en aquellos sistemas en que los fiscales gozan de cierto 

margen de discrecionalidad para aplicar el “principio de oportunidad”14. 

Ello no significa que los fiscales no gocen de garantías frente a interferencias indebidas a su autonomía, 
provenientes de sus superiores jerárquicos. Entre ellas se encuentran, por ejemplo, que las siguientes: 
 

- Las directivas, lineamientos o instrucciones generales deben ser claras y deben ser establecidas por 
escrito. 

- Las relaciones de autoridad y las consiguientes responsabilidades deben ser claras y públicas, a fin 
de promover la confianza de la ciudadanía. 

- Deben existir mecanismos claros para que los fiscales puedan cuestionar ante sus superiores 
jerárquicos, aquellas directivas o instrucciones que, a su criterio, sean ilegales o contrarias a sus 
obligaciones éticas. 

- Deben establecerse criterios objetivos de ascenso, traslado, evaluación de desempeño, y asignación 
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de condiciones con todas las personas acreditadas que estén interesadas”17; sin embargo, ha reconocido que 

el nombramiento de las más altas autoridades del sistema de justicia suele realizarse mediante mecanismos 

políticos18.  

Recientemente, en su informe sobre la Corrupción y Derechos Humanos, la CIDH ha señalado que los 

nombramientos no deben depender de los actores políticos, porque “están más expuestos a formas de control 

exógenos” y que debe preferirse los mecanismos con participación mayoritaria del propio Poder Judicial, 

sobre la base de criterios objetivos y con procedimientos transparentes19, para evitar el riesgo de formas 

autárquicas de control de todo el aparato judicial por parte de sus órganos superiores. 

5. Intervención de órganos políticos 

La CIDH ha advertido que, en varios países, los procesos de selección y nombramiento de las altas 

autoridades del sistema de justicia se encuentran a cargo de los poderes políticos, y ha considerado que ellos 

“por la propia naturaleza de las autoridades que eligen, puede representar un riesgo para la independencia 

de las y los operadores electos”20, que consisten en que el procedimiento “se politice”21. LA CIDH se ha 

referido expresamente a este riesgo respecto de la elección de Fiscal General, lo que ocurre “cuando un poder 

político tiene atribuciones para elegirlos exclusivamente por razones de carácter discrecional”22. 

Por ello, la CIDH ha valorado positivamente la existencia de “salvaguardas reforzadas” que buscan “que 

resulte más evidente para el público que se elige a los candidatos con base al mérito y las capacidades”, como 

por ejemplo: la máxima transparencia, la exigencia de mayorías calificadas, la elaboración de “listados” o 

“ternas” por parte de órganos como Consejos de la Judicatura o por las propias Cortes Supremas, y que son 

entregadas a los poderes políticos para la elección final23.  

Sin embargo, la CIDH considera que lo más importante es que “desde una perspectiva sustancial, los Estados 

aseguren que estos [nombramientos] no sean realizados o puedan ser percibidos por la ciudadanía como 

decididos con base en razones de carácter político, afectando la convicción de los justiciables en su actuar 

independiente”24 Para lograr lo anterior, considera indispensable medidas como: (i) la difusión previa de las 

convocatorias, plazos y procedimientos; (ii) la garantía de acceso igualitario e incluyente de las y los 

candidatos; (iii) la participación de la sociedad civil; (iv) la calificación con base en el mérito y capacidades 

profesionales, (v) la especificación de criterios objetivos de selección que garanticen que los operadores de 

justicia sean personas íntegras, idóneas, y que cuenten con la formación y calificaciones jurídicas apropiadas 

de acuerdo con la singularidad y especificidad de la función que van a desempeñar; (vi) la celebración de 

audiencias o de entrevistas públicas, adecuadamente preparadas, en las que la ciudadanía, las organizaciones 

no gubernamentales y otros interesados tuvieran la posibilidad de conocer los criterios de selección, así 

como a las candidatas y candidatos y de expresar sus inquietudes en relación con candidaturas específicas, 

entre otros25. 

 

6. Inamovilidad 

 

 
17 Ibídem, párr. 100. 
18 Ibídem, pá
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La garantía de inamovilidad de los jueces consiste en un derecho a la permanencia en sus cargos “hasta tanto 

acaezca la condición resolutoria que pondrá fin a su mandato”26 
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Europa ha recomendado a los estados que garanticen que todos los fiscales gocen de condiciones de servicio 
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pues los operadores de justicia en esa condición deben gozar de estabilidad mientras se cumple el periodo o 

la condición de su nombramiento, dentro del cual solo podrían ser removidos por motivos disciplinarios 

mediante un proceso con todas las garantías. 

La CIDH se ha pronunciado también sobre la provisionalidad de los fiscales, indicando que su falta de 

estabilidad “necesariamente se puede ver reflejada también en dificultades en la determinación, continuidad 

y finalización de líneas específicas de investigación, así como en el incumplimiento de plazos en la etapa de 

investigación”. Destaca que el cambio de los fiscales instructores tiene efectos negativos en las 
investigaciones, y especialmente, en los derechos de las víctimas, en el marco de los procesos penales 

iniciados por la violación de sus derechos38.  

 

9. Duración en el cargo 
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integridad y previsibilidad de las instituciones públicas y privadas42, en la misma línea de lo establecido por 

la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, cuyo articulo 8.1 recoge la obligación de los 

Estados de promover “la integridad, la honestidad y la responsabilidad entre sus funcionarios públicos”. A 

nivel interamericano, la  Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que la falta de control 

de los actos de la autoridad, es uno de los factores institucionales que facilitan la corrupción43,  y ha 

considerado a la rendición de cuentas como uno de los principios básicos de la lucha contra la corrupción 

desde una perspectiva de derechos humanos44. 

 

Respecto de la rendición de cuentas de los sistemas de justicia, la Relatoría Especial de Naciones Unidas para 

la Independencia de Magistrados y Abogados ha aclarado que tanto la independencia como la rendición de 

cuentas son elementos esenciales de un sistema de justicia eficiente, sin que deba interpretarse que la 

exigencia de rendición de cuentas es un ataque a la independencia judicial. Sin embargo, 
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el parlamento, puedan vigilar el funcionamiento del sistema de justicia. Los diálogos institucionales 

con el parlamento, la publicidad de todas las audiencias y la publicación de las decisiones judiciales, 

la transparencia de la información institucional, la existencia de un sitio web o el uso de redes sociales 

y medios de comunicación para explicar resoluciones importantes, son ejemplos de este tipo de 

mecanismos.  

 

- En el caso de las fiscalías, la Relatora Especial ha identificado mecanismos como la presentación de 

informes públicos por parte del fiscal general, la elaboración de auditorías publicas sobre asuntos 

financieros o de organización de la fiscalía, el establecimiento de consejos fiscales, o la revisión 

judicial de las decisiones fiscales. 

 

- Para la Comisión Interamericana, el derecho a un recurso efectivo, en tanto mecanismo para reclamar 

de la vulneración de un derecho y obtener reparación, puede ser utilizado como una forma de 

rendición de cuentas48.  

 

Por otro lado, en su dimensión individual, la rendición de cuentas abarca la responsabilidad de los 

operadores de justicia respecto de su conducta, y puede abarcar mecanismos como, por ejemplo, en la 

obligación de los jueces redactar resoluciones motivadas en un lenguaje comprensible, de explicar sus 

opiniones jurídicas, y de aceptar un sistema de registro de sus intereses económicos o de otra índole. La 

rendición de cuentas individual también comprende la obligación de respetar normas de conducta y ética 

para que los jueces puedan comportarse de forma apropiada y adecuada a su cargo, tanto en el ámbito 

profesional como en su vida privada. Ciertas actividades como la militancia en partidos políticos o la 

participación pública en actos políticos, deben ser evitadas por los jueces si quieren evitar que se 

comprometa la imparcialidad y la confianza de los ciudadanos en el sistema judicial49. 

 

12. Derecho a un recurso efectivo 

El derecho a un recurso efectivo se encuentra recogido en el Artículo 25.1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (protección judicial), y genera la obligación a cargo de los Estados de ofrecer a todas las 
personas sometidas a su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos 
contenidos en la Convención, pero también aquellos reconocidos en la Constitución y en la ley.  
 
La jurisprudencia interamericana ha establecido que no basta que dicho recurso esté previsto en la 
normativa o que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo para establecer 
si se ha incurrido en una violación y proveer lo necesario para remediarla50. Asimismo, ha señalado que un 
recurso judicial efectivo “no puede reducirse a una mera formalidad, sino que debe examinar las razones 
invocadas por el demandante y manifestarse expresamente sobre ellas”, aunque no necesariamente 
produzca un resultado favorable para el demandante51. 

 
II. Problemáticas centrales y estándares relevantes para el análisis del caso 
 
1. La estabilidad en el cargo de la Fiscal General Magdalena Escobar 

 
48 CIDH, Corrupción y Derechos Humanos, párr. 120.c. 
49 
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En el párrafo 14 del caso, se indica que Magdalena Escobar fue nombrada Fiscal General el 01 de septiembre 
de 2005 por un período de 15 años que debía culminar el 01 de septiembre de 2020. Sin embargo, a los pocos 
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-
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Posición de la parte peticionaria 
 
Sea cual fuere la variante que se asuma respecto del punto anterior, la posición de la parte peticionaria debe 
necesariamente justificar que Magdalena Escobar gozaba de estabilidad en el cargo al momento en que 
emitió la convocatoria, sea porque se encontraba dentro de los términos de su mandato original, sea porque 
se le otorga a la ratificación los efectos de un nuevo nombramiento, o sea porque se afirma que incluso 
teniendo un mandato temporal, no puede ser removida de cualquier forma ni con el objetivo legitimo de 
afectar investigaciones en curso. 
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3. Estándares internacionales aplicables a la selección de altas autoridades del sistema de 
justicia 

 
En los párrafos 25 a 36 del caso hipotético, se describe el proceso de selección de Fiscal General de la 
República de Fiscalandia, que culminó con el nombramiento de Domingo Martínez, y que fue posteriormente 
impugnado -incluyendo su resultado- por Maricruz Hinojosa y Sandra del Mastro, ambas fiscales de carrera 
que participaron en dicho proceso de selección.  
 
El Sistema Interamericano ha establecido algunos parámetros mínimos que deben ser observados en los 
procesos de selección y nombramiento de operadores de justicia, los cuales deben ser observados “tanto en 
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- Alguna documentación requerida en la convocatoria no era la adecuada para descartar vínculos que 
afectarían la idoneidad de los candidatos, por ejemplo, la declaración jurada de no tener vínculos 
económicos, políticos o con el crimen organizado que pueda comprometer su independencia (párrafo 
26).  

- No existían criterios objetivos para evaluar los antecedentes de los candidatos (párrafo 31), pues los 
expedientes fueron revisados y calificados por distintas personas, cada una “de acuerdo a su criterio” 

- El puntaje mínimo para superar la etapa de evaluación de antecedentes fue modificado, rebajando la 
exigencia de méritos para que la mayoría pudiera superarla (párrafo 31). 

- El peso de la etapa de entrevistas era excesivo (40%) en relación a otras evaluaciones. 
- Las personas propuestas en la terna, no fueron las que demostraron mayores méritos en las etapas 

más objetivas del proceso de selección (párrafo 36). 
- La duración de las entrevistas era razonablemente insuficiente para evaluar a profundidad a las 

personas candidatas. 
 
Respecto de la designación de Domingo Martínez como Fiscal General: 
 
- Domingo Martínez se encontraba en la posición #18 en la lista de méritos luego de las evaluaciones de 

conocimientos y antecedentes, por lo que existían 17 personas con mejores cualificaciones para ocupar 
el cargo. La modificación del orden de la lista, después de las entrevistas, nunca fue justificada por la 
JP. 

- La designación de Domingo Martínez se realizó apenas 5 minutos después de la conferencia de prensa 
en que la JP anunció la terna; por lo que resultaba materialmente imposible que el Presidente realizara 
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c. Participación de la sociedad civil 
 
La CIDH ha sido enfática en la necesidad de que los procesos de selección estén “abiertos al escrutinio de los 
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d. Igualdad de condiciones y no discriminación 
 

A nivel interamericano, el derecho a acceder a los cargos públicos en condiciones de igualdad está 
garantizado por el Articulo 23.1 CADH, y es plenamente aplicable a los procesos de selección y nombramiento 
de operadores de justicia.  Este estándar plantea diversas exigencias, entre ellas: 
 
(i) Que los criterios de selección sean objetivos y no discriminatorios. Las Directrices de Naciones 

Unidas sobre la función de los fiscales, establecen que estos criterios “contengan salvaguardias contra 
designaciones basadas en predilecciones o prejuicios y excluyan toda discriminación en contra de 
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Respecto de este tema, el Estado puede invocar nuevamente, que la conformación de la JP no es algo que 
pueda ser cuestionado por las peticionarias, que lo habrían consentido al someterse al proceso de selección. 
Respecto de la exoneración del puntaje a quienes trabajaban o habían trabajado en la fiscalía, el Estado puede 
indicar que, si bien es una diferencia de trato, si está justificada por la necesidad de dar celeridad al proceso. 
Además, la afectación a la igualdad de condiciones seria solo aparente, pues cualquier otra persona candidata 
tenía también la posibilidad de obtener el máximo puntaje en la evaluación de conocimientos, si lograba 
acreditar el mismo nivel de conocimientos. Podría agregar también que las peticionarias se beneficiaron de 
esa exoneración, por lo que no podrían cuestionarla. Sobre la diferencia de trato, el Estado podría argumentar 
que era innecesario hacerles más preguntas pues la información requerida ya se desprendía de la 
documentación existente. 

 
4. El proceso disciplinario seguido contra el Juez Mariano Rex 
 
En el párrafo 2 del caso, se indica que en el Artículo 50 de la Constitución de Fiscalandia de 2007, se recogió 
una prohibición absoluta a la reelección presidencial, luego de un periodo de casi 20 años sin alternancia en 
el poder. A los pocos meses de ser elegido, el presidente Javier Alonso Obregón presentó una demanda de 
amparo contra dicha norma, argumentando que violaba directamente su derecho humano a elegir y ser 
elegido, y el derecho del pueblo a votar por el proyecto político de su preferencia (párrafo 15).  
 
El Juez Mariano Rex, juez constitucional de Berena, rechazó en primera instancia la demanda, por considerar 
que el derecho a elegir y ser elegido no era absoluto, y que podía ser limitado por otros principios 
constitucionales, como el principio de la alternancia en el poder. Luego de aplicar la técnica de la 
ponderación, concluyó que la prohibición de reelección presidencial era una limitación (i) idónea, (ii) 
necesaria y (iii) proporcionada (párrafo 40 y respuesta a pregunta aclaratoria #1).  

Luego de ser apelada, la Corte Suprema de Justicia atrajo el expediente invocando que se trataba de un caso 
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La falta que se le imputó, regulada en el artículo 55 de la misma ley, fue “incumplir grave e inexcusablemente 

el deber de motivar debidamente las sentencias y resoluciones judiciales”. 

 

a. Inamovilidad 
 
Tal como se menciona en el numeral 6 del apartado “Definiciones”, un punto de partida para el análisis de la 
destitución del Juez Mariano Rex, es la garantía de inamovilidad del juez, reconocida por el Derecho 
Internacional. Esta garantía le otorga el derecho a permanecer en el cargo y que conlleva “garantías 

reforzadas” de estabilidad, que protegen su independencia63.   
 
La inamovilidad conlleva la prohibición de remover a un juez de su cargo, salvo por dos tipos de 
circunstancias: (i) el cumplimiento del plazo de su mandato, o de la condición de su nombramiento, o de la 
edad de jubilación forzosa, y (ii) las causas relacionadas a su falta de idoneidad para ejercer el cargo, 
determinada a través de un proceso disciplinario.  Los Principios Básicos 
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(i) Autoridad independiente 

 
La jurisprudencia interamericana ha desarrollado parámetros para evaluar si en un caso concreto, la 
autoridad encargada de conocer la situación y de imponer la sanción, ofrece garantías suficientes de su 
independencia, en los términos exigidos por el Articulo 8.1 de la Convención. Cuando ha evaluado este 
aspecto, la Corte Interamericana ha señalado que “la independencia de cualquier juez supone que se cuente 
con un adecuado proceso de nombramiento, con una duración establecida en el cargo y con una garantía 
contra presiones externas” 67.  
 
Ha indicado también, que la independencia debe evaluarse “tanto en su faceta institucional, esto es, en 
relación con el Poder Judicial como sistema, así como también en conexión con su vertiente individual, es 
decir, con relación a la persona del juez específico”68; y que la Convención Americana protege el derecho de 
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El Estado puede argumentar que los mecanismos de elección de la Corte Suprema de Justicia y el Juez/za 
Supremo de Control Interno contienen garantías frente a injerencias indebidas de otros poderes del Estado, 
lo que en el caso de la Corte esta además garantizado por la duración del mandato de sus miembros (15 
años), y que el Juez/za Supremo de Control Interno ejerce su función con independencia.  
 
Respecto de la imparcialidad, el Estado puede argumentar que no todas las sentencias que son revocadas o 
anuladas por el Pleno de la Corte, incluso por defectos de motivación, pueden dar lugar a una sanción de 
destitución, sino solo aquellas en que los defectos son de tal gravedad, que demuestran la falta de idoneidad 
del juzgador para permanecer en el cargo.  Además, puede indicar que la investigación de la falta 
disciplinaria, se encuentra a cargo de un órgano distinto e independiente del Pleno de la Corte -el Juez/za 
Supremo de Control Interno- quien debe analizar la conducta y presentar un informe previo para que se 
adopte una decisión. Finalmente, puede argumentarse que el Juez Mariano Rex no utilizó la figura de la 
recusación, por lo que no puede asumir que hubiese sido infructuosa. 
 
b.2. Motivación suficiente 

 
La exigencia de una motivación suficiente ha sido considerada por la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana como una de las “debidas garantías” mencionadas genéricamente por el Artículo 8.1. de la 

Convención Americana, que consiste en “la exteriorización de la justificación razonada que permite llegar a 

una conclusión”, lo cual garantiza que las decisiones que afectan derechos de las personas no son 

arbitrarias76.  

Al respecto, la Corte ha precisado que la motivación suficiente se tiene que analizar en cada caso, según la 
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por lo tanto, exigía una mayor rigurosidad en el análisis, y consideración de todas las circunstancias 
relevantes al efectuar el juicio de ponderación. El Estado debe sostener y justificar que no se trata de una 
divergencia de opiniones jurídicas, o de una diferencia de interpretación en la norma jurídica, sino en 
defectos de razonamiento en la aplicación del test de proporcionalidad, lo que condujo a una conclusión 
diferente. 
 
b.3. Derecho a una revisión 
 
A nivel interamericano, la obligación estatal de proveer recursos para el control judicial del procedimiento y 
de la sanción impuesta se fundamenta en el Articulo 8.2.h de la Convención Americana y hace parte del 
derecho a un debido proceso legal. Pero, además, la Comisión Interamericana ha considerado que “la etapa 
de revisión del fallo sancionatorio es parte del proceso disciplinario que debe observarse para poder 
destituir efectivamente a un operador u operadora de justicia”84.  

 
En consecuencia, “los Estados deben prever en sus regímenes disciplinarios tanto una posibilidad de recurrir 
el fallo ante un superior jerárquico que realice una revisión de aspectos de hecho y de derecho, como 
asegurar un recurso judicial idóneo y efectivo en relación con las posibles violaciones a derechos que ocurran 
dentro del propio proceso disciplinario”85. En este último caso, la obligación de proveer un recurso efectivo 
se derivaría del Articulo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  
 
Según el párrafo 7 del caso hipotético, la Corte Suprema de Justicia es la encargada de aplicar, en instancia 
única, la sanción de destitución de los jueces. Asimismo, la respuesta a la pregunta aclaratoria 51 indica que 
contra la sanción solo puede plantearse un recurso de reconsideración ante el mismo Pleno. Finalmente, la 
respuesta a la pregunta aclaratoria 23 indica que las decisiones de destitución emitidas por la Corte Suprema 
de Justicia pueden ser impugnadas mediante un proceso de amparo.  

Posibles argumentos de la parte peticionaria 
 
La parte peticionaria puede argumentar que el recurso de reconsideración no cumple con las exigencias del 
derecho a una revisión en los términos del Artículo 8.2.h, porque es resuelto por la misma autoridad cuya 
decisión debe ser revisada. También puede argumentar que el proceso de amparo tampoco cumple con las 
exigencias del Artículo 25, pues tal como está diseñado este proceso, es la Corte Suprema de Justicia, a través 
de su Sección Constitucional (integrada por magistrados que también integran el Pleno) la que resolvería en 
ultima instancia acerca de dicho amparo, lo que convertiría a esos magistrados en “juez y parte”. 
 
Posibles argumentos del Estado 
 
Por su parte, el Estado debería sostener que, al no haber intentado formular un recurso de reconsideración 
ni un proceso de amparo, el Juez Mariano Rex no tiene evidencia de que estos recursos no son efectivos. 
Puede invocar el principio 20 de los Principios Básicos Relativos a la Independencia de la Judicatura de las 
Naciones Unidas, en los cuales se indica que el principio de revisión independiente de las decisiones que se 
adopten en los procedimientos disciplinarios, de suspensión o de separación del cargo, ȰÎÏ ÐÏÄÒÜ ÁÐÌÉÃÁÒÓÅ 
ɉȣ
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debidamente sus decisiones”, conducta que se encontraba prevista en el Articulo 55 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de Fiscalandia como una falta administrativa grave, a la que su artículo 62 le asignaba la 
sanción de 



30 
 

5. Reglas de admisibilidad de peticiones ante el Sistema Interamericano de Derecho 
Humanos 
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procesal oportuno, que es la etapa de admisibilidad ante la CIDH92. Considera que los Estados tienen la carga 
de nombrar los recursos que aun no se han agotado, así como de aportar el fundamento que demuestre su 
efectividad en la situación que se denuncia
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Sistema Universal 
 

¶ Naciones Unidas, Principios Básicos de las Naciones Unidas Relativos a la Independencia de la 
judicatura. Adoptados por el Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y 
Tratamiento del Delincuente, celebrado en Milán, Italia, del 26 de agosto al 6 de septiembre de 1985, 
y confirmados por la Asamblea General en sus resoluciones 40/32 del 29 de noviembre de 1985 y 
40/146 del 13 de diciembre de 1985. 

¶ Naciones Unidas, Directrices Sobre la Función de los Fiscales, adoptadas en el Octavo Congreso de las 
Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en La Habana 
(Cuba), del 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990, ONU Doc.A/CONF.144/28/Rev. 1 p. 189 (1990). 

¶ Naciones Unidas. Asamblea General. Consejo de Derechos Humanos. Informe de la Relatora Especial 
Sobre la Independencia de los Magistrados y Abogados, Gabriela Knaul, A/HRC/20/19, 07 de junio de 
2012. 

¶ Naciones Unidas. Asamblea General. Consejo de Derechos Humanos. Informe del Relator Especial 
sobre la Independencia de los Magistrados y Abogados, Leandro Despouy, A/HRC/11/41, 24 de marzo 
de 2009. 

¶ Naciones Unidas. Asamblea General. Consejo de Derechos Humanos. Informe de la Relatora Especial 
sobre la independencia de los magistrados y abogados, Gabriela Knaul, A/HRC/26/32, 24 de abril de 
2014. 

¶ Naciones Unidas. Asamblea General. Consejo de Derechos Humanos. Informe de la Relatora Especial, 
Gabriela Knaul, Comunicaciones y respuestas, A/HRC/14/26/Add.1, 18 de junio de 2010. 
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